Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 08 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial tiene el agrado de recibir al Director 
Nacional de Ordenamiento Territorial, arquitecto Roberto Villarmarzo. 


Como han surgido imprecisiones en el proyecto de ley sobre algunos términos, y como 
además se dan casos un tanto llamativos con algunas localidades -que no siempre tienen el mismo 
rango de población y de servicios que se registra en determinado tipo de caracterización- nos gustaría 
intercambiar ideas acerca de las definiciones que puedan existir sobre ciudades, villas O centros 
poblados. 


Tiene la palabra el arquitecto Villarmarzo. 


SEÑOR VILLARMARZO..- Agradezco a los señores Senadores miembros de la Comisión por haberme 
invitado para conversar acerca de estos temas, sobre los que estuvimos trabajando con los servicios 
técnicos de la Dirección Nacional de Ordenamiento a fin de realizar algún aporte a este proyecto de ley. 


Vamos a tratar cuatro puntos. En primer lugar, me referiré a la norma en general; en segundo 
término, abordaré el tema de las denominaciones; en tercer lugar, plantearé un par de dificultades que 
han surgido en este trabajo; y, por último, hablaré sobre los parámetros de categorización que se 
proponen en el proyecto de ley. 


En principio, debo decir que hemos hablado con el señor Ministro, que comparte la iniciativa. 
A pesar de las dificultades que se presentan para la existencia de una normativa de esta naturaleza, se 
entiende que ella es necesaria porque estaría llenando un vacío. A este respecto, los distintos actores 
sociales deben tener claras las reglas de juego, tanto para la denominación como para la clasificación 
de los centros poblados. Para ello parece pertinente fijar estándares, a los efectos de relacionar las 
dotaciones urbanas, puesto que el territorio se va equipando con distintas dotaciones. Los centros 
urbanos constituyen una de las infraestructuras territoriales más importantes y son un factor de 
desarrollo. Entonces, se deben relacionar las dotaciones entre sí; hay que establecer, sobre todo, las 
relaciones entre los servicios a la población y la población propiamente dicha. Evidentemente, un 
centro poblado numeroso tiene un potencial de desarrollo más importante que uno de menor población. 
Consecuentemente, para relacionar población-servicios con la denominación de centro poblado, es 
bueno que haya una regla clara. 


En cuanto a las denominaciones que se proponen en el proyecto de ley, debo señalar que 
éste recoge la tradición y, además, el orden en que son designados en la Ley de Centros Poblados. En 
esta ley se habla de ciudad, villa y pueblo, siempre en ese orden; no se dice que estén ordenados, 
pero siempre aparecen así, pues existe una tradición en el país en cuanto a que ciudad es más que 
villa, y villa más que pueblo, aunque no es así en todo el espectro de la lengua castellana, ya que hay 
lugares en que el pueblo es más que la villa. 


A su vez, en este proyecto de ley se agrega la categoría, la clase “centro poblado”. Aquí 
aparece algo que resulta chocante con la legislación anterior. La Ley de Centros Poblados, de 1946, 
establece claramente lo que es un centro poblado, caracterizándolo como una superficie de más de 
tres fracciones de determinado tamaño. Para la ley vigente, eso ya es un centro poblado; entonces, no 
parece demasiado oportuno que una de las categorías o clases que se establecen en este proyecto de 
ley se llame de la misma manera, o sea, “centro poblado”, cuando la ciudad lo es. En consecuencia, 
habría que buscar otra denominación, porque para la ley de 1946 todos son centros poblados, y esto 
generaría problemas cuando un centro poblado no pueda denominarse de esa forma en aplicación de 
la respectiva Ley, sobre todo porque en ese caso la Intendencia no puede hacerse cargo de las calles, 


de la vía y de los espacios públicos. Repito: si no tiene la denominación de centro poblado, la 
Intendencia no puede hacerse cargo de las vías ni de los espacios públicos; por lo tanto, habría que 
dejar la denominación “centros poblados” para todos, en forma genérica, e incorporar otra para 
aquellos centros poblados menores que un pueblo. 


A propósito, hay algunos términos que se utilizan en nuestro país. Por ejemplo, al norte del 
Río Negro es frecuente que se hable de “villorrio” al hacer referencia a centros poblados más pequeños 
que los pueblos. Por su parte, el INE utiliza la denominación “caserío”, que también es habitual en 
España y otros lugares. También se podría llamar “poblado”, a secas, sin la palabra centro, como 
figuraba en alguno de los proyectos que estuvieron a consideración en el Parlamento, en particular en 
la Cámara de Representantes. 


Además, habría que analizar los centros poblados que son de población cuasi dispersa. La 
legislación chilena les llama “caseríos” -si no recuerdo mal, pues estoy citando de memoria- cuando 
hay una distancia mínima entre viviendas, por ejemplo, si en dos kilómetros hay dos casas. Muchas 
veces en nuestro país a esos lugares se les denomina “parajes”, por lo que tal vez habría que aplicar 
esa denominación en aquellos casos donde ocurren esas situaciones de población cuasi dispersa. 


Por otro lado, parece oportuno no forzar a los actuales balnearios a incorporarse a estas 
denominaciones, manteniendo como categoría el término “balneario”, porque la diferencia entre el 
centro poblado balneario y otros centros poblados es la relación entre cantidad de viviendas y cantidad 
de hogares; cuando se hace el censo, en el balneario hay muchas más viviendas disponibles que 
hogares ocupados. 


SEÑOR LAPAZ.- Eso depende de la estación del año. 
SEÑOR VILLARMARZO.- Sí, en realidad sería la relación entre viviendas y hogares permanentes. 


Como decía, creo que no habría que forzar a los balnearios a entrar en una de las otras 
denominaciones -pueblo, villa o ciudad- pues en verano la población puede ser la equivalente a la de 
una ciudad, pero en invierno no alcanza ni a la población de una villa. Me parece, pues que es 
preferible mantener la denominación “balneario”. 


Quiero referirme a un par de dificultades conceptuales que surgen al hacer una clasificación 
de este tipo. La primera de ellas tiene que ver con el entorno de delimitación. Me refiero a cómo aborda 
la ley las pequeñas desviaciones, es decir, las pequeñas diferencias respecto a los estándares 
establecidos. Puede suceder que la ley establezca que debe haber 3.000 habitantes, y resulta que hay 
2.980; como en lo que respecta a población estamos hablando de números que fluctúan, el proyecto de 
ley dice que debe existir una tendencia creciente, por lo que habría que analizar censos anteriores. 
Pero también hay que tener en cuenta cómo se establecen los límites, pues si se cuenta una población 
hasta una línea y hay una familia viviendo fuera de la misma, dicha familia ya no se cuenta. Por tanto, 
es necesario aclarar cuál es el límite, ya que el mismo es siempre artificial, pues en la naturaleza no 
está; si hay tres familias viviendo al otro lado de determinado arroyo, por ejemplo, habría que saber si 
cuentan o no. 


Lo mismo sucede con determinados servicios. Me refiero, por ejemplo, a esos poblados que 
están muy próximos, por lo que la escuela está en uno de ellos y sirve a ambos. Incluso, se dan 
situaciones de escuelas que tienen muy poca población, pues los niños del lugar van a otra, situada a 
muy pocos kilómetros, quizás porque tiene un servicio de comedor más completo. Estos casos se dan, 
principalmente, en zonas de Canelones o Colonia, es decir, en lugares donde hay muchos centros 
poblados; ocurre mucho menos en los vacíos del basalto, en el norte del río Negro. 


Además, los límites para los servicios no pueden ser absolutos, pensando ya no en el número 
de población, sino en la repetición de esos servicios. Una cosa es Curtina, en el departamento de 
Tacuarembó, que es un centro urbano muy aislado y alejado de cualquier otro centro poblado, y otra 
cosa es lo que puede ocurrir en departamentos como Colonia o Canelones, que tienen centros 
poblados muy próximos entre sí, por lo que la exigencia de servicios administrativos, de policía, de 


educación o de salud es muy distinta. Cuando un centro poblado de Canelones tiene muy cerca a otro 
que ya cuenta con dotaciones de salud, no tiene sentido repetir ese servicio muchas veces; sin 
embargo, cuando se trata de un centro poblado que está muy lejos de otro, es imprescindible que 
cuente con los servicios, motivo por el que esos estándares tienen que contar con la posibilidad de ser 
matizados. 


El otro tema es el relativo al área de influencia, es decir, hasta dónde llega el área de 
influencia del centro poblado. Este es el otro asunto que habría que tratar. 


SEÑORA LÓPEZ.- Antes de seguir adelante con otro tema, quiero saber cómo se entendería la cadena 
de balnearios en la Ciudad de la Costa, porque si se siguen manteniendo las dos calificaciones, se 
superpondrían. 


SEÑOR VILLARMARZO.- La Ciudad de la Costa, legalmente, es una ciudad, ubicada entre los Arroyos 
Carrasco y Pando; la denominación de “balneario” -que puede seguir coexistiendo- en realidad 
refiere a los barrios de una ciudad, tales como Pinamar, Solymar, Lagomar. Sucede lo mismo con la 
Ciudad del Plata, en donde Rincón de la Bolsa, Barrio Aeroparque y Delta del Tigre son barrios de 
dicha ciudad y los habitantes van a tener que acostumbrarse a que son barrios de una ciudad y no 
balnearios. 


SEÑORA LÓPEZ.- En la clasificación figuran como balnearios. 


SEÑOR VILLARMARZO..- Para el Instituto Nacional de Estadística continúan siendo balnearios y, en el 
caso de la Costa de Oro, entre los arroyos Pando y Solís Grande, son balnearios. 


A propósito de esto, el Instituto de Teoría y Urbanismo, perteneciente a la Facultad de 
Arquitectura de la Universidad de la República, ha hecho todo un trabajo de investigación permanente, 
de seguimiento preciso e intenso de esta situación, así como intentos de clasificación y ordenación, por 
lo que posee documentación más completa que el Instituto Nacional de Estadística. Por consiguiente, 
considero que deberíamos aprovechar esa experiencia que el ITU tiene. 


Otro punto al que quiero referirme es el relativo a los parámetros de categorización. En el 
proyecto de ley se proponen siete parámetros: número de habitantes, enseñanza pública, salud 
pública, seguridad pública, transporte público, servicios y planificación, y ordenamiento territorial. 
Además, generalmente se plantea que a medida que se va ascendiendo en la escala, los centros 
tienen que contar con los servicios anteriores, más alguno nuevo, lo que implica que los comprende a 
todos, aunque no es demasiado preciso, porque no puede aplicarse uno solo aislado. Quizás se 
debería ser más firme en ese aspecto y no aceptar que simplemente se diga: “Tengo la población, ya 
tengo el derecho a la nueva denominación”, porque los parámetros tienen que estar interrelacionados, 
sobre todo por la distorsión que se generaría a nivel del Instituto Nacional de Estadística, que utiliza 
denominaciones para los centros poblados exclusivamente en base a la cantidad de habitantes. Quiero 
destacar que este Instituto no habla de “centro poblado”, sino de “localidad censal”; les da esa 
denominación. Ello lo establece con criterios de manejo estadístico e, incluso, de organización de 
trabajo censal, es decir, cuánto puede recorrer un Jefe de Distrito o de Sección Censal y cuánto un 
encuestador o relevador, armando el territorio exclusivamente en función de esos criterios. Entonces, 
hay que distinguir “localidad censal” de “centro poblado”, porque aunque el Instituto Nacional de 
Estadística utilice la denominación de ciudad, pueblo o villa, son cosas distintas “centro poblado” y 
“localidad”. 


Repasemos un poco los datos del INE. Se relevó un total de 83 localidades “sin 
denominación”, con poblaciones que van de 4 a 432 habitantes; cinco localidades con denominación 
de “barrio”, que van de 183 a 2.154 habitantes -hay barrios de mucha población-; 67 caseríos -el INE 
utiliza la denominación “caserío”- que van desde 14 a 3.251 habitantes; tres “Zonas de chacras” que 
llegan a 6.115 habitantes; 112 localidades denominadas “centros poblados”, que tienen entre 27 y 
8.811 habitantes; 31 “villas”, que van entre 518 y 10.401 habitantes; 78 “pueblos”, que van desde 47 a 
15.775 habitantes; 78 “balnearios”, que tienen entre 4 a 17.221 habitantes; 37 “fraccionamientos”, que 
van de 3 a 17.457 habitantes; 33 “ciudades”, de entre 726 -es decir que tenemos ciudades muy 


pequeñas- y 69.222 habitantes; y 18 “ciudades capitales”, que van desde 19.631 a 99.072 habitantes. 
Se deja fuera de este relevamiento al departamento de Montevideo. 


” 


En este trabajo se emplean denominaciones como “fraccionamiento”, “balneario”, “Zona de 
chacras” y “caserío”, que no figuran en el proyecto de ley de centros poblados y, además, se utiliza la 
denominación “centros poblados” que, como ya señalé, resulta contradictorio con esa norma. Por su 
parte, la denominación “barrio” seguramente forma parte de un centro poblado. 


Entonces, si repasamos las localidades que tiene registradas el INE, vemos que aparecen 
como localidades independientes numerosas situaciones que son verdaderos barrios de otros centros 
poblados. Es así que aparecen Pintadito y Cerro del Ejido como localidades independientes, cuando en 
realidad son barrios de la ciudad de Artigas; lo mismo ocurre con La Pedrera, en la ciudad de Melo; con 
La Macana, en la ciudad de Florida; con Cerro Pelado, en la ciudad de 
Maldonado; con San Félix, en la ciudad de Paysandú  -cruzando el Sacra-; con Barrio Anglo, en la 
ciudad de Fray Bentos; con Manduví, en la ciudad de Rivera; y con Villa Sara, en la ciudad de Treinta y 
Tres. En todos estos casos las localidades, en realidad, forman parte de un único centro poblado, que 
es la ciudad. En consecuencia, la información del INE debe tomarse con cierto cuidado. Aquí también 
tenemos el tema del área de influencia y debemos plantearnos si, por ejemplo, Villa Sara se incluye 
como parte de Treinta y Tres. 


Comparemos ahora la información del INE con el proyecto de ley, en lo que hace a la 
cantidad de habitantes. En la categoría de “centro poblado”, con un mínimo de 150 habitantes, 
tenemos 112. ¿Cuántas cumplen este requisito del proyecto de ley? Solamente 83; las restantes 29 - 
esto es, un 26%- que hoy día son centros poblados, no cumplen esa condición. A su vez, el proyecto 
de ley establece un mínimo de mil habitantes para la categoría de “pueblo”. Para el INE hay 78 
localidades en esa categoría, pero 43 la cumplen con el requisito y 35 no; o sea que el 45% no 
alcanzan a ser un pueblo, aunque oficialmente tengan esa denominación. Pero el caso más 
complicado es el de “villa”, porque el proyecto de ley establece un mínimo de 3.000 habitantes para 
esa categoría. El INE tiene registradas 31 localidades con esa denominación, pero sólo 9 cumplen con 
el requisito; las 22 restantes, es decir, el 71% de las actuales villas, no llega a 3.000 habitantes. Con 
respecto a las “ciudades”, en el proyecto de ley se establece un mínimo de 5.000 habitantes; el INE 
registra 51 ciudades, de las que 46 superan esa cifra, mientras que 5, o sea el 10%, no alcanzan lo 
establecido por la norma. 


Por lo tanto, de aquí surgen algunas reflexiones. En primer lugar, parece que el límite de 
3.000 habitantes para la denominación de “villa” sería un poco alto; se consideraría entonces más 
lógico adoptar el de 2.000 habitantes que, por otro lado, es el estándar que se emplea en la Unión 
Europea. Allí se hace un salto de calidad, ya que con menos de 2.000 habitantes se habla de centro 
urbano rural -de naturaleza vinculada a la producción rural- y, por encima de ese número, se cambia de 
categoría. Además, parecería lógico que un número mayor de las actuales villas cumplan con la ley, 
generándose así menos conflictos. 


El otro problema es el manejo de expectativas que un proyecto de ley de este tipo genera en 
las fuerzas vivas -como las llama la prensa- en las organizaciones de la sociedad civil. Simplemente, a 
efectos de un análisis hacemos otro manejo de las cifras, comprobando cuántas localidades están en 
condiciones de cumplir con el número de pobladores para cada categoría. 


Según el proyecto de ley, hay 206 localidades que podrían acceder a la categoría de “centro 
poblado” -que estaría entre 150 y 999 habitantes-; 80 en condiciones de acceder a la de “pueblo” -entre 
1.000 y 2.999 habitantes-; sólo 21 podrían alcanzar la denominación de “villa” -entre 3.000 y 4.999 
habitantes- cuando en realidad hay 31 así denominadas; y, lo más importante, para la denominación 
“ciudad” -o sea, más de 5.000 habitantes- tendríamos 72 localidades, cuando hoy hay sólo 51. Por lo 
tanto, estaríamos generando una expectativa, repito, pero luego habrá que explicar que sólo cumplen 
con el requisito del número de habitantes y no con los otros parámetros. Haciendo los números hemos 
comprobado que hay 26 localidades que hoy no se denominan ciudad y que, atendiendo sólo al 
parámetro población, podrían llegar a adquirirla -estamos generando, pues, una expectativa 
importante-; que hay 12 localidades más que podrían estar en condiciones -por el número de 
pobladores- de denominarse “villa”; que hay 22 que actualmente lo son y que, sin embargo, no 


podrían serlo -es decir que nos estamos metiendo en un camino complicado-; que hay 37 localidades 
más que están en condiciones de denominarse “pueblo”, y 35 que lo son cuando, en realidad, no llegan 
al número de habitantes necesario. 


Parecería bueno bajar el número de población necesario para la denominación “villa” y 
aumentar un poco el de “ciudad”, que además acompañaría mejor la exigencia de otros países porque, 
en general, no hay ningún caso con menos de 10.000 habitantes. Nuestro caso sería una situación 
excepcional producto de la distribución de la población, de nuestra demografía y densidad, y de la 
desproporción entre el tamaño de la ciudad capital y el resto de las otras ciudades. Por lo tanto, 
aumentar la cifra de 5.000 habitantes parece razonable y, además, lo alejamos un poco más del de 
villa. Si el número exigido fuera de 10.000 habitantes, habría solamente 14 ciudades, por lo que esa 
cifra resulta muy elevada. Este tema acota las expectativas de la sociedad civil organizada. Esto es con 
respecto al número de habitantes. 


En lo que tiene que ver con el manejo de expectativas, si el número de habitantes no 
alcanzara podría suceder que se reclamara, por ejemplo, la construcción de un liceo, o que se agregue 
el segundo ciclo al actual, para lograr el cambio de denominación. 


SEÑOR LAPAZ.- O un liceo más. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Con relación a este tema de la enseñanza, no disponemos de información 
acerca de si la ANEP tiene algún criterio objetivo respecto a la ubicación de liceos y a cuándo se 
agrega en uno el segundo ciclo; sin embargo, con respecto a las escuelas, el tema está más claro y 
hay una mejor distribución en el país. 


Con respecto a la salud pública, el proyecto de ley deja librado el tema a la reglamentación. 
Es así que para el caso de “pueblo”, el articulado expresa: “Atención de la salud pública por medio de 
un servicio regular de Policlínica y servicio de ambulancia”, con lo que establece un criterio objetivo, 
estricto. A su vez, si se tratase de “villa”, dice: “Centro de salud coordinado, según criterios del 
Ministerio de Salud Pública”. Por último, en cuanto a “ciudad”, dispone: “Servicios de salud acordes a la 
población y a la situación geográfica de la localidad, según criterios del Ministerio de Salud Pública”. 


En definitiva, parece que en el caso de Enseñanza Pública debería establecerse un acuerdo 
a priori en función a los parámetros manejados por la ANEP o el Ministerio de Educación y Cultura o, 
de lo contrario, dejarlo abierto por si los criterios varían con el tiempo. 


Sucede algo parecido con respecto a la seguridad pública. Habría que saber qué criterios 
maneja el Ministerio del Interior para los conceptos de Destacamento o Comisaría. 


En lo que tiene que ver con el transporte público, se plantea que debe ser un servicio regular, 
lo que resulta muy genérico, ya que no quiere decir que vaya todos los días ni todas semanas. Por 
ejemplo, Pueblo Fernández tiene transporte público una vez por semana y es un servicio regular. En 
cualquier caso, se deja bastante flexibilidad al criterio de transporte público. 


Por otra parte, en lo que tiene que ver con los servicios, se hace referencia a servicios 
administrativos si se tratare de villas, pero no aclara si deben ser de la Intendencia, del Gobierno 
Nacional o privados. Entiendo que debería precisarse un poco más este criterio. 


SEÑOR LAPAZ.- Quizás, tenga que ver con las Juntas Locales. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Eso está vinculado con algo que había dejado para el final y que representa 
un tema importante. 


En momentos en que está a consideración del Parlamento un proyecto de ley para 
instrumentar lo que plantea la Constitución desde 1994 con respecto a la descentralización en segundo 
grado en materia municipal, pienso que habría que utilizar esos criterios y definir, por ejemplo, si para 


ser villa es necesario que exista una Junta Local y no para el caso de pueblo. Se me ocurre que el 
tema de servicios administrativos habría que relacionarlo con ese otro criterio o, al menos, dejarlo 
abierto, estableciendo que en el caso de las villas es imprescindible que exista un nivel de gobierno 
municipal, pero no si se trata de un pueblo. Esa podría ser una definición importante, sobre todo 
atendiendo al número de población; si se habla de 2.000 habitantes, podría ser que en todo pueblo con 
más de esa cantidad de habitantes deba haber un nivel de gobierno municipal. Eso habría que verlo en 
caso de instrumentar los municipios. 


Respecto a la planificación territorial, entiendo que debería revisarse el artículo 
correspondiente en función de la Ley N” 18.308, de Ordenamiento Territorial, que establece la 
obligatoriedad de contar con un ordenamiento territorial en el caso de las ciudades, mientras que este 
proyecto expresa: “Cuente con un Plan de Uso del Suelo y un esquema general de desarrollo aprobado 
por el Gobierno Departamental correspondiente”. En consecuencia, debería hablar de un Plan Local de 
Ordenamiento Territorial, de manera de utilizar la misma terminología de la ley recientemente 
aprobada. En resumen, se trataría de compatibilizar este literal C) con la Ley de Ordenamiento 
Territorial. 


Tal como señalamos anteriormente, otro posible parámetro sería relacionarlo con la ley de 
descentralización. 


Finalmente, creemos que si se deseara perfeccionar el proyecto de ley podría ser interesante 
tomar en cuenta la visión del ITU, que lleva sesenta años trabajando en este tema de forma central, 
manteniendo una línea de investigación permanente con respecto a la evolución de los centros 
poblados en el país, y además ha realizado propuestas legislativas en esta materia desde hace ya 
unos cuantos años. Este Instituto ha llevado a cabo una investigación importante sobre ciudades 
intermedias en nuestro país, habiendo realizado algunos trabajos muy interesantes con relación a una 
realidad nacional que nos distingue de otros países. Concretamente, lo que en nuestro país se llama 
“ejidos” -que no tienen nada que ver con los de las leyes de Indias en la época de la colonia- son esos 
fraccionamientos de chacras y quintas ubicadas en la periferia de las ciudades y que casi todos 
nuestros centros poblados tienen. Se trata de una realidad de población afincada, repito, en las 
proximidades de los centros poblados, sobre la que el ITU está investigando en cuanto al tamaño de 
los predios y las escalas de los ejidos. Realmente, parece muy interesante incorporar esas reflexiones 
a los efectos de enriquecer este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la información que nos ha brindado el señor Director nos va a 
obligar a realizar un esfuerzo a fin de lograr que las definiciones estén más adecuadas a las realidades 
actuales y, sobre todo, a las futuras, de modo que se pueda mantener un mínimo de congruencia. 


SEÑORA LÓPEZ.- En primer lugar, quiero agradecer la información brindada por el señor Director, que 
debo decir que me parece muy atinada. Entiendo que los señores Senadores que integran esta 
Comisión en carácter de titulares tendrán que analizar lo relativo al cruzamiento de este proyecto de ley 
con la norma de descentralización, ya que a mi juicio ello es indispensable. 


SEÑOR LAPAZ.- Creo que la participación del señor Director de Ordenamiento Territorial ha sido muy 
importante para el trabajo de esta Comisión, a fin de poder desmenuzar la realidad que se vive en el 
país en cuanto al tema de cantidad de habitantes y de las denominaciones que han sido aprobadas a 
través de distintas leyes. Teniendo en cuenta lo que aprobó en su momento la Cámara de 
Representantes y mi experiencia como Intendente del departamento de Soriano, puedo afirmar que las 
denominaciones que se aplican no se ajustan a la realidad. Esto no sólo ocurre en Soriano sino 
también en otros departamentos del interior -tal como ha confirmado el señor Director de Ordenamiento 
Territorial- y fue lo que determinó que cuando solicitamos al Instituto Nacional de Estadística un estudio 
para tener una fotografía del país según el último censo, el resultado nos mostrara los datos que han 
sido examinados pormenorizadamente en el día de hoy por el señor Director de Ordenamiento 
Territorial. Indudablemente, los números que conocimos nos preocupan y, seguramente, son los que 
han hecho que el señor Director pensara en la posibilidad de reducir los límites para las 
denominaciones. 


Por otra parte, si bien el artículo 10 establece que no se afectará la actual categorización, 
también hay quienes tienen la aspiración de subir de categoría dentro de las denominaciones, 
basándose en el hecho de que determinado lugar ya tiene una denominación ganada, ya sea por 
padrinos o porque en su momento algún parlamentario sensible ante el pedido de los pobladores de 
determinado lugar logró ganar la simpatía de los demás Legisladores y, en definitiva, se llegó a 
establecer para ese lugar una cierta categoría de ciudad, de villa o de pueblo, sin tener en cuenta la 
cantidad de habitantes y servicios allí existentes. Eso también puede aparejar problemas en puntos 
sobre los que estamos de acuerdo con el fundamento de la ley. Se trata, pues, de buscar la mejor 
forma de contemplar la situación actual y la futura, de modo que esos problemas no se generen, 
porque no está en el espíritu de ninguno de nosotros que ello suceda. 


Por lo tanto, creo conveniente que la Comisión siga escuchando opiniones de modo de lograr 
el equilibrio justo, para que, en definitiva, quede contemplado lo que ya está, sin crear injusticias con lo 
que hoy todavía no cuenta con esas denominaciones. No debemos olvidar que hoy sólo hemos 
hablado de cantidad de habitantes, pero habría que ver si en los lugares que hoy tienen una 
categorización por encima de la que les correspondería, se cubren los otros parámetros de servicios 
exigidos, pues no se trata sólo de los habitantes. 


Además, como bien manifestaba el arquitecto Villarmarzo, se debe considerar la cercanía 
con otros centros existente, lo que muchas veces ha determinado, por ejemplo, que el Poder Judicial 
retirara un Juzgado de un lugar porque a veinte kilómetros hay otra población importante y la 
necesidad puede ser atendida desde ese sitio. Ello no va en desmedro de la cantidad de habitantes de 
la localidad sino que, en definitiva, se trata de evitar que se repitan los servicios a tan escasa distancia. 


En fin, son temas que, como decía al comienzo, tendremos que seguir analizando para no 
crear injusticias al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concuerdo con lo que se ha manifestado por parte de los señores Senadores 
integrantes de esta Comisión. Creo que fue muy oportuna la idea de invitar al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para esclarecer algunos de los aspectos que notoriamente 
no están claros en la realidad presente y que, incluso, pueden motivar algunas confusiones en la 
propuesta que tenemos a consideración. 


De manera que lo expresado en torno a la divergencia de denominación entre el uso, los 
criterios que el Instituto Nacional de Estadística ha manejado hasta ahora -con fines estrictamente de 
cálculos y de registros estadísticos- y la propuesta que tenemos a consideración, nos motivan a seguir 
indagando y, eventualmente, a aceptar las sugerencias que ha hecho el arquitecto Villarmarzo en 
cuanto a consultar también al Instituto de Teoría de la Arquitectura y Urbanismo de la Facultad, que 
integra, habida cuenta de que ha hecho algunos estudios y consideraciones en profundidad. 


SEÑOR LAPAZ.- A propósito de las invitaciones que podría cursar la Comisión para escuchar otras 
opiniones, creo que sería conveniente consultar al Congreso de Intendentes en torno a la situación, 
teniendo en cuenta que, como se decía, el Instituto Nacional de Estadística maneja cifras del interior 
del país, dejando de lado a Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas, agradecemos la presencia del señor Director de 
Ordenamiento Territorial, arquitecto Villarmarzo. La Comisión, por su parte, continuará sesionando unos 
minutos más para considerar las propuestas que se han realizado, a los efectos de seguir 
esclareciendo el tema y lograr la mejor solución posible, sin desmedro de lo que sensatamente se 
consigna en el artículo 10, para no generar situaciones de incomodidades múltiples. Creo que sería 
bueno fijar criterios lo más objetivos posibles para enfrentar las realidades presentes y futuras. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Muchas gracias y quedo a las órdenes de esta Comisión. 


(Se retira de Sala el arquitecto Roberto Villarmarzo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez podríamos resolver favorablemente la sugerencia propuesta por el 
Arquitecto Villarmarzo en cuanto a invitar para una próxima sesión de esta Comisión al Instituto de 
Teoría de la Arquitectura y Urbanismo de la Facultad de Arquitectura. 


Del mismo modo, comparto la propuesta formulada por el señor Senador Lapaz en el sentido 
a remitir al Congreso de Intendentes la versión taquigráfica de esta sesión y el proyecto de ley 
aprobado, invitando a sus integrantes a participar en una sesión de esta Comisión con el fin de 
escuchar sus consideraciones. 


No quiero dejar de mencionar la sugerencia propuesta por el Arquitecto Villarmarzo en el 
sentido de convocar al arquitecto Carlos Musso, colega profesional jubilado que se desempeñó durante 
muchos años tanto en entidades públicas como privadas -si mal no recuerdo, estuvo trabajando 
muchos años como técnico en el Banco Hipotecario del Uruguay- quien publicó una meticulosa 
descripción de las distintas realidades de centros poblados del país, que fue usada, incluso, por el 
propio Arquitecto Horacio Terra Arocena en oportunidad de la elaboración, justamente, de la Ley de 
Centros Poblados. En consecuencia, propongo que también le remitamos la versión taquigráfica de la 
sesión de esta Comisión y lo invitemos a concurrir a los efectos de escuchar su opinión respecto de 
este tema. 


-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


- “El señor Jorge Javier López Razquin solicita ser recibido por la Comisión para exponer 
su situación y, según expresa, la de muchas familias que han adquirido viviendas por el Banco 
Hipotecario del Uruguay pero no están siendo entregadas. (Se reparte a los señores Senadores la 
solicitud de audiencia y el texto del Decreto 502/007, citado en la nota). 


- El señor Presidente del Senado remite exposición escrita del señor Representante 
Nacional, Carlos Enciso Christiansen, referida a la situación que padecen los habitantes del 
Complejo de Viviendas OC 10 de la ciudad de Florida”. 


-No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 55 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


